
DERECHO SUB] ETIVO y 
I~ ESPONSABILIDAD PUBLICA 

A pi opúsi! u dc.; UII rccit'nle libro de J. H. Drolll i o 
ALUEHTO H AJ\l ÓN lh:AL 

Este denso v meditado libro abarca una temática mucho 
mús extensa "de lo que sugiere su título. 

Está precedido de un conceptuoso prólogo de Alvaro 
Tafur Galvis, administrativista colombiano, profesor y Hec­
tor de la prestigiosa Universidad bogotana Colegio Mayor 
dc Nuestra Sellora del Rosario. 

La presentación de la obra es impecable. Un índice 
general sistemático inicial revela el cuidadoso plan de la 
obra. Esta termina con dos utilísimos anexos, una bibliogra­
fía, selecta y detallada, que abarca casi veinte páginas, de 
los tratados, monografías, artículos de revistas, sentencias, 
notas de jurisprudencia, etc.) que citó el autor; y un índice 
alfabético de materias, que se remite a las páginas del libro 
donde se mencionan o definen los respectivos conceptos. 

Estas virtudes formales, que aumentan la utilidad de 
los libros jurídicos, no son comunes en la literatura latino 
americana de derecho. Pero los méritos de esta producción 
científica de Dromi exceden, - en mucho-~ a su excelente 
c..'Onfección formal. El contenido, la técnica sustantiva, la 
base política y la inspiración axiológica, califican a este Ji. 
bro como un esfuerzo intelectual muy bien orientado y 10-
grado, sumamente original por sus sistemática visión de 
conjunto de la materia. 

Este nuevo libro de Dromi es una obra culminante, 
por la amplitud del enfoque que presenta, por la decantada 
información que revela y por el grande y certero conoci­
miento de la matcria que ostenta, no sólo en sus aspectos 

iI Derecho subjetivo y responsílbiJidnd pública, Ed. Tcmis, Bogo-
tá, 1980, 204 pág.~. 
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procesales sino también en los sustantivos. Es una obra de 
teoría general, fundada en ba'ies filosóficas humanistas y en 
los principios del constitucionalismo y del Estado social de 
derecho c'Ontemporáneo. Considero del mayor interés cien­
tífico, cultural y cívico, la amplia difusión de esta obra, 
que puede ejercer un tan positivo como necesario efecto 
educador sobre las nuevas generaciones de estudiantes, 
abogados, jueces y juristas, en general. En épocas de retro­
ceso autoritario, estas lecturas pueden ser la simiente de un 
futuro derecho positivo (realmente aplicado) más human" 
y más justo. Es particulannente destacable el carácter ra­
cional y universal de los conceptos expuestos por el autor 
y la sistematización y unificación que realiza, de diversos 
institutos y nociones, a través de una cabal comprensión de 
su finalidad. 

La obra comentada es expresiva de una refinada cul­
tura filosófico-jurídica y de una sólida formación en teoría 
general del derecho, a la vez que de un gran sentido prácti­
co y de una información crítica, amplísima, del derecho 
comparado del procedimiento y del proceso administrativo, 
especialmente el provincial argentino, ·cuyo pluralismo y 
modernidad lo convierten en una fuente riquísima de no­
vedosas experiencias. 

La obra se desenvuelve a través de cuatro capítulos, 
que sucesivamente, versan sobre: 1) La responsabilidad pú­
blica, presupuestos del derecho subjetivo; Il) Derecho sub­
jetivo: presupuesto de la responsabilidad pública; III) Con­
trol judicial: medida de la responsabilidad pública; IV) 
Protección procesal: medida del derecho objetivo. 

Estos títulos de los capítulos son claro indicio de la 
posición realista y garanti'ita del autor, que no se contenta 
con platónicas declaraciones abstractas de derechos teóricos 
como libertades públicas, sino que reclama su protección 
eficaz y concreta, mediante remedios jurídicos eficaces, pa­
ra que quepa considerarlos como verdaderos derechos sub­
jetivos públicos. 

Quedan así condenados los constitucionalismos «iluso­
rios", simulados o aparentes, estructurados para cohonestar 
situaciones políticas intrínsecamente antijurídicas e inCOllS~ 
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titucionales. Es de gran valor educativo la prevención 
contra tales engaños, cuando dicha prevención procede de 
enseñanzas tan autorizadas como ]a de Dromí. 

I\'o podemos dar una idea, en esta breve nota, de todo 
el rico contendido conceptual de la obra de Dromi, que 
nos ocupa. Solamente mencionarclllos, a vía de ejemplo, 
algunos de los acertados conceptos del autor, que nos h OI1 · 

ramos en compartir, como muestras de su plausible enfoque, 
humanista, garantista y t écníeo -jurídico. Algunas afinnacio­
ll es de Dromi expresan el espíritu de su doctrina: 

"La comunidad sin uerechos individuales deja de ser 
una comunidad" ( púg. 2). La responsabilidad pública es 
presupuesto politico jurídico del dcrecho subjetivo ( pág. 4) . 
El derecho subjetivo tiene del realismo "la libertad pública" 
y del formali~mo "su reglamentación", Los derechos suhjeti­
vas son Ubertlules públicas reglamentadas ( págs. 5-6; des­
tacado en el texto ). De las técnicas procesales depende la 
medida del derecho subjetivo, "La legalidad administrativa" 
( antecedente ) y "el control" (consecuente ) encuentran su 
raíz sustantiva en el "Estado de derecho" nacido del cono;­
titucionalismo liberal democrático, que le asigna a la comu­
nidad política una finalidad hllmanista. El Estado de 
derecho significa "stlmisión a las leyes", pero especialmente 
a un particular modelo le~islat ivo: las le'fes de libertad. Es 
decir, aquellas norn"lS cuyo objeto es hacer posible el lihrc 
desenvolvimiento de los miembros del grupo social (pág. 
10 ). La visión puramente fom1 ulista es insuficiente. El prin­
cipio de legalidad "a solas" no dice nada" ( p{¡~s . 10 y 11 ). 
Debe eompletarse con la orientación político fin alista, con 
la m~ iología, que nos permite dis tinguir lo "verdadero" de 
lo "fal so", lo "bueno" de lo "malo", pues la ax iología catalo­
ga ulla gradl1ación de valores que defi ne la rectitud o no 
del obrar. 

Me complazco en transcribir los c:onceptos qu e siguen. 
totalmente concoruantcs eon mi anterior afirmación ( de 
hace lll,lS de veinte años, hecha en «El Estado de derecho". 
1867) de que (escribc Dromi, pág. 11 ) : 

"Sólo es verdadero Estado de derecho el que lo es en 
sentido material e incluye el Sl"i tema de garantías y la fina-
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!idad perSOl1a/is{a." ... "El impc'rio del derecho - rule af 
II/.w- supone la conformidad del orden jurídico con el esca­
lonamiento nOlmativo fOJlllal y con valores sustancialc:) 
metajurídicos sin cuyo respeto integral no existe Estado 
ni derecho", Dromi dl'a, <.:onforme a propósito de estos con­
ceptos a HE!\ L, A.H. Es/ado de derecho !I humanismo 
l'ersona/i,ta, Montevideo, l H74 y Principio de legalidad !I 
l)aUdez del acto administrativo en Hevista Uruguaya de 
Estudios Administrativos, Montevideo, 1978, año 11 , Nf! 2, 
pág. 59 )' s. 

De m{L'i es tú deór que cOllcordamos con estas ineludi­
hles bases política') de las (lile parte el profesor Dromi. 
lIac.:c ya nÚlcho tiempo que ncganlOs (y hoy más que nunca 

mantenemos la negación) , la calidad de Estados de dere­
cho a los que pretenden vestir tal ropaje (por aquello de 
(lue "la hipocresía es el hom enaje que el vicio rinde a la 
virtnd" ) y practican la ·' legalidad so(;ialista" u otra'i form as 
de dictaduras ele partido único, proclamadas o encubiertas, 
que por naturaleza, excluyen e1 control por una opinión pú· 
hlica libre y por jueces independientes. Consecuente con 
(~ sa opinión , - reafirmada hoy por la experiencia- , me 
complazco ell celebrar la coincidente premisa de la que 
parte Dromi. Esta premisa, democrática )' republicana es 
la mejor garantía del adcrto que resplan dece en las solu· 
(" iones concretas expu estas en la obra de Dromi. El acierto 
del (llmto dt.~ partida asegura el rumho hacia el correcto 
r un to ele llegada. 

Estudia la 'i situaciones juridil:o adm i1l istrativas de los 
intervi nientcs en las relacione;.; jnrídicas adminis trat ivas: 
.., ituaciolle" de los administrados y de la administracü'm. Lo:, 
partitulares, ('11 1<1 relación jurídica subjetiva (de admini·,· 
Irados, contribuyentes, vceinu.s , usuarios, etc. ) pueden ser 
titulares de derecho" )' obligaciones. El a utor afirma la 
('scncial un idad de los derechos en ClIanto las libertades 
públicas traducen en ('1 campo jurídico, en la forma d el de­
rccho subjetivo. 

Hechaza la concepció" formalista (IlIe pluraliza las 
sit uacion es :mhjctivas, distinguiendo el derecho subjetiv0 
propiamC'nte dicho. ('1 ill te rC's legít imo ( genera l o especial ) . 
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el interés simple, etc. El derecho suujetivo es "noclOn Jun· 
dica fundam ent al para una civilización humanista" (p. 36) _ 
Analiza la noción del derecho subjetivo como precletermi. 
nación nonnativa de la conducta administrativa debida a 
un individuo en situación de exclusividad que genera un 
interés propio excluyente d e titul aridad diferenciada (Fio · 
rini, Dabin , etc. )" que habilita para exigir lIna prestación 
también diferenciada. Esta pu ede consio;tir en dar, hacer o 
no hacer. Luego de estudiar el interés legítimo y el simple 
afimla el autor su enfoque sustancial, que 10 lleva a consi­
derar el derecho subjetivo C01110 categoría jurídica unitaria, 
pese a la diversidad de títulos jurídicos, que determina el 
alcance de las pretensiones procesales (anulación, moclific;1-
ción, indemnización, etc. ) . 

El derecho subjetivo brin da la "disposición facultativa'· 
d l' medios jurídicos para la defensa de libertades reconoci­
elas 11 otorgada, por el derecho objetivo. 

Demuestra el origen de la distinción de derecho sub­
jdivo, interés legítimo y simple en el sis tema procesal fran · 
cós de "lo contcneio:-,:o administrativo" y luego de expJicar 
S11 evolución, concluye (1'1(~ «el interés legítimo es un «tipo 
("'I1t'cífico del derecho subjetivo" 'luC se ocupa de la "tu ­
lda ahstracla de la legalidad". A su vez el derecho subj e­
tivo, es un tipo genérico del interés legítimo, que se ocu­
pa de la «tutela concreta. de la legalidad". 

Recomienda Dromi con Bartht']emy y Garda de En­
lL'r ría, reconocer al interés diredo la calidad de derecho 
snbjetivo y elim inar la~ trabas formaJ es legitimadoras. En­
tielld(' por derechos subjetivos púhlicos las situaciones ju ­
rídi cas que titularizan los administrac1o'i y más concreta­
mente "por derecho subjetivo público entendemos la facul­
tad de exigir para resguardo propio o ele la legalidad mi,· 
ma, prestaciones o abstenciones administrativas, debidas a 
los administrados en situación de exclusividad, concurren­
cia o generalidad". 

Postula el autor un criterio amplio de la legitimación, 
<jue comprende a los intereses públicos, supraindividuales, 
del grupo, la colectividad o núcleo social , incluso median ­
te la acción popular, dado que el interés público "es el pri -
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Iller interesado en el respeto del derecho objetivo y la COll­
sl"rvación del orden público". 

El extenso <:apítnlo JI! abarca el tema del control ju­
dicial como medida de la responsabilidad pública. A la ex­
pansión de los poderes democráticos y gubernativos debe 
corresponder la intensificación del control, su instauración 
y regulación, predicado reIJl/¡'/icano: '·El Estado de dere­
cho engendra o implica, C0l110 ne(;e~idad 16gica" "la existen· 
da de órganos contralores" y de la evolución de e~tos sur­
ge la justicia adlltil1istrat.i!)a~ como el más alto exponente del 
controlar de juridicidad, para hacer efectiva la sujeción de 
la administración al principio de legalidad ... ". '·El some­
timiento de la administración al ordenamiento jurídico -prin­
cipio dí! Ic.::galidad-, y en consec.:uencia al control de los 
jueces, t'~ idea nuclear de la organización democrática de 
la vida comunitaria" (pág. 69). Concuerdo completamente 
con estas ideas, fundruncntales, expresivas de la unidad del 
derecho púhlico. Hemos reiterado siempre, la idea de que 
hay una unidad inescindjble entre las garantías políticas y 
sociales, los principios democrúticos·republieanos y la filo· 
sofía humanista que los inspira (el derecho constitucional) , 
- lX}f un lado-, y las garantías adm inistrativas y judiciales 
del derecho administrativo, por otro lado. Estas última., 
garantías son normalmente illlsorias bajo el autoritarismo 
( de cualc¡uilT ideología, que sea ), donde no hay real in ­
dependencia judicial , libertad de opinión y control político, 
por parlamentarios electos. El auténtico Estado de derecho 
- de verdad-, es hermano gemelo de la democracia poli· 
tico-social. Sin ésta, sólo puede existir la simulación de UII 

Estado ck derecho (ilusorio) para perfeccionar la eficacia 
psicológica del aparato ue dominación . Tal es el caso típico 
de ]01 llamada "'egafi.da-ll socialista", de los regímenes marxis­
t as, donde no exis te Estado de derecho )' la famosa Pro· 
curaduría persigue má.\i ljUC nada el respeto del derecho ob­
jetivo, emanado de los úkases partidarios gubernativos, co­
mo disciplina de funcionarios y súbditos. La Procuraduría 
soviética sigue fiel a sus orígenes ab.\iolutistas, pues su crea· 
dón original se atrihu ve a · Pedro ('1 Grande. 
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La seguridad de la.s ideas básicas de Dromi le impide 
(,'omulgar con estas "ruedas de molino" y sus bien conoci­
das similares. La simulaci6n del constitucionalismo y del 
Estado de derecho - para vestir traj es institucionales pre­
sentables- , es una vieja práctica que no consigue ocultar 
las realidades del subdesarrollo global, en Africa descolo­
nizada, ni en otros continentes, con mayor experiencia. 

La participación del administrado en el procedimien­
to administrativo previo a toda modificación de su esfera 
de derechos es una garantía preventiva muy eficaz, porqu e 
el control judicial es esporádico y a posteriori. 

Analiza profundamente Dromi la reladón entre admi­
nistración y legalidad en el Estado de derecho, el funda­
mento del control de la legalidad y los límites de la dis­
crecionalidad. Se inclina por la tendencia moderna a la 
"vi.Ilcu/llci6n legal positiva", o sea, a la necesidad de nOr­
ma que establezca la competencia, para actuar el órgano 
siempre hemos postulado esta diferente posición de la au­
toridad con respecto al individuo, que puede hacer todo 
lo no prohibido (art. 10 Constitución uruguaya y concor­
dantes). Hoy no cabe admitir una esfera de discrecionali­
dad admini,trativa en el espacio libre de ley, como la ad­
mitia la antigua doctrina. El problema se plantea de ma­
nera distinta en las monarquías constitucionales centro eu­
ropeas, G'Onstmida, sobre la base de la soberanía originaria 

del monarca y el G'Orrelativo deber de obediencia de los 
súbditos. En tales casos la ley aparece como límite m ás 
,[ue como fundamento del poder. En las repúblicas basadas 
en la soberanía popular y en e[ principio de libertad r.' 
absurdo dudar y pretender tra,ladar esas trasnochadas so­
luciones anacrónicas y fu era de lugar. Por esto, que no sue­
len ver los autores que copian libros sin discriminación de 
tiempo ni de lugar de su procedencia, le sobra razón a Dra­
mi, en su tesis. 

El análisis qu e hace Dromi de la justicia administrati­
va es profundo y agudo siempre con infomlación amplia 
y selectiva. Es destacable la L'Omprobada reducción paula­
tina de las "inmunidades del poder" donde se encuentra 
tradicionalmente inmerso el poder discrecionaL "La reduc-

357 



CIOlI de l úmbito del poder discrecional a un con trol jUrl(j. 
diccional efectivo, ha sido el resultado de un vasto movi · 
miento de "lucha por el derecho", obra, sobre todo d e la 
jurisprudencia (pág. 8.5). "E l poder discrecional administra­
tivo es una encarnac.:ión adu3] de la "razón de E stado" 
( pág. 86). Esta abril es una illagntab! l.! cantera de frases 
lapidarias, como ésta. Hem itimos al lector a la exposición 
sobre el alcance del cOl1tralar de la discrecionalidad, esfuer­
zo múximo por la civil ización de! arbi trio au toritario ( pág. 
88 a 96). 

Sobre el eontroJ de la motivación expone Dromi ideas 
C[lIe compartirnos, en Sil totalidad: "Todo neto administra­
tivo, cuando cst,l. ll (b por medio el inteJ'(~s colectivo y lo.i 
derechos subjetivos de los aJministr~ c1 os. ba de ser motiYa­
uo ü mejor dicho f undanwll tadü" (púg. 97 ) ... <'la fonn J.. 
del acto en 10 tocante a la Illotivaciúll del mismo, se con­
sidera sustancia]": "los actos administrativos deberán ex­
presar concretam ente la causa o motivo qlle los inspira co· 
rno condición de validez ( púg. H8). F" la tesis que susten tó 
en la conferencia pron unciada en el Colegio 1\1a)'01' d" 
:'-Jue.'itra Señora del Rosario, en octubre de 1979, acerca eb 
"La fundamentación oe! acto administrativo", publicad:l. ('11 

"La T usticia U l'uguaya", t. 80, págs. :1 a 12, y en la Hevista 
de Derecho Público de Chilc (NO 27 ). 

E l alltor fundam enta muy bien su tCS1(j d l' (lU C "h 
oportunidad e, fb calizable", q ue "la oportunidad integra 
la juridicidad". Tras un rn inllcioso decálogo de reglas so­
bre el control de la clisc l'ecionalidad (págs. 121 v 122) con ­
cluye qlle "la ac tuación adn"!inistrativa deb e ser raetonal, 
justa y proporcional. E llo ('X('ltl~/ P la arbitrariedad de ia 
discl'('cionalidad" . 

El capítulo IV, sobre la "protección procesal: medida 
de derecho subjetivo", es igualm ente imporblllte. Suhraya 
4ue la realización del Estado de derecho requiere más que 
la "solemnidad declarativa constitucional" la <'impJcmenta~ 
ción constitutiva legal-procesa!". El anú lisis del · procedi ~ 
miento adm inbtrativo, como primera figura jurídica con que 
so encuentra el admillistrado (p:lgS. 129 y ss.) es l)(frli c.,'ular­
mente recomendahle. 



No la pollemos sintetizar. Es net'csario leer y meditar 
ese capítulo. La par te de las "técnicas procesales judiciales" 
cs, también, sugestiva y "fermentar , según el calificativ,l 
de nnestro filósofo Vaz Ferreira. 

El autor utiliza la expresión <·proceso mlministralivo" 
para aludir al medio por el cual se l-antrola jurisdiccional­
mente a la administración y descarta "10 contencioso-adm i­
nistrativo", "término c.'ünfuso que comprende un conjunto 
de ideas e instituciones sin valor para el actual Estado de 
derecho". En sistemas judicialistas no se justifica ta l deno­
minación de origen francés, correspondiente a realidades 
TIluy distintas, donde los tribunales administrativos integra­
han 1.a administración y los tribunales judiciales tenían pro­
hibido inmiscuirse en asuntos administrativos. Por ello tam­
bién excluye la idea ele "recursos" y sólo acepta las acciones 
procesales administrativas. Sistematiza (págs. 150 a 153) la 
evolución histórica progresista de la legislaci6n provincial 
argentina del proceso administrativo. 

Desde el punto ele vista teórico y para el futuro esboza 
el contenido fundam ental que a su juicio debe tener un 
C6digo Procesal adm inistrativo. Una sola '<acción procesal 
administrativa" podrá contener una pluralidad de preten­
siones (nulidad, indemnización, interpretación). El Tribu­
nal tendrá jurisdicción plena. Podrán preverse modos de> 
abreviación del trámite (opción del actor por la prueba 
del expediente administrativo ) , porque "mm iusticia que 
fa rda varios atlas administrarse es una denega.ción de jllS­
tic ia" (pág. 157, nota 38) . 

1 ,a miSll l ~l orielltadón , moderna y garantista, del de­
H'l'ho de! administrado , preside todas las soluciones doc­
trinarias (lue preconiza Drorni para el modelo de Código 
procesal adm inistrativo. A vía de ejemplo destaco los efec­
los de la denegación expresa posterior él la caducidad 
( págs. 172 y ss. ) tema de mu)' accidentada historia en el 
derecho uruguayo. En el Uruguay tras siete años de inter­
prdación negativa, ell 1959 en el ca<;o Doix el tribunal en · 
ten dió que la decisión negativa tácita habilita para recu­
rri r o para accionar «('s to si ella recae en un recurso ) . Pe· 
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ro nuevam ente ha vuelto a la antigua jurisprudencia rcs4 
trictiva, contra toda la opillión de la doctrina. 

Dromi, de nu evo, sostiene aquí la solución favorab!t:! 
al control judicial: <'La resolución expresa ulterior deter 4 

mina la iniciación de un nuevo plazo, aú n cu ando hubiese 
expirado el término para recurrir COlltra la denegación pre­
sunta por silencio administrativo" (Conf. González Pérez ). 

Cun la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia 
mendocina sostielle Dromi q ue la reclamación administra­
tiva previa aún denegada puede replantearse y «si la ad-­
ministración utiliza esa nueva alternativa prejudidal y ad 4 

mite considerar y resolver el recurso, debe entenderse e:<4 
pcdita la acción judicial ulterior". 

Esta obra de Dromi representa - por todo lo expu cs­
to-, un acontecimiento feliz, de vasta'i proyecciones futu­
ras para la ciencia y la práctica del derecho administrati ­
vo del Estado social de derecho. Este tipo de estudios, op­
timistas y esperanz.:'1dos, técnicalllente impecables) es nece­
sario para preparar el derecho, hll1l1 é.1ni<;t 'l y dClllOcrútico, 
del porvenir. 
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